
NOMENCLATURA : 1. [40]Sentencia

JUZGADO : 4  Juzgado Civil de Santiagoº

CAUSA ROL : C-4173-2023

CARATULADO : G MEZ/FISCO DE CHILE (C.D.E)Ó

Santiago, veintitr s de octubre de dos mil veintitr sé é

VISTO:

A folio 1 comparece el abogado Luis P rez Camousseight, domiciliado ené  

Doctor  S tero  del  R o  N  326,  oficina  N  707,  comuna  de  Santiago,  enó í º º  

representaci n de BERNARDA DE LA CRUZ G MEZ ROJAS, due a de casa,ó Ó ñ  

domiciliada  en  Las  Golondrinas  Poniente  N  4.051,  comuna  de  Maip ,  e° ú  

interpone demanda en juicio ordinario de indemnizaci n de perjuicios en contraó  

del FISCO DE CHILE, representado -en su calidad de presidente del Consejo de 

Defensa  del  Estado-  por  Juan  Antonio  Peribonio  Poduje,  abogado,  ambos 

domiciliados en Agustinas N  1225, piso 4, comuna de Santiago, a objeto que sea°  

condenado al pago de la suma de $ 200.000.000 a favor de su representada, m sá  

reajustes e intereses desde la notificaci n de la demanda y hasta el pago efectivo yó  

total, o la suma que se estime ajustada a derecho y equidad y al m rito de autos,é  

con expresa condena en costas.

Manifiesta que su representada, nacida el 21 de abril de 1959, rola en el 

registro  de  la  Comisi n  de  Prisi n  Pol tica  y  Tortura,  Valech  1,  bajo  el  Nó ó í ° 

10.023. 

Expone que fue detenida, en una primera ocasi n, en la v a p blica, poró í ú  

carabineros,  el  d a  9  de  septiembre  de  1983,  siendo  trasladada  hasta  la  21í ° 

Comisar a  de  Pedro  Aguirre  Cerda,  quedando  en  calidad  de  incomunicada.í  

A ade  que  al  momento  de  su  detenci n,  uno  de  sus  captores  le  dispar ,ñ ó ó  

resultando con una herida por proyectil de caucho en la mama derecha al nivel 

del cuadrante superior externo. 

Indica que en la comisar a, su representada fue interrogada y objeto deí  

torturas f sicas, consistentes en golpes de pies y pu os en distintas partes de suí ñ  

cuerpo, especialmente en el rostro, y tambi n sicol gicas, quedando en libertad elé ó  

d a 10 de septiembre de 1983.í

Refiere que luego de este episodio, fue detenida en varias ocasiones por 

carabineros, quienes la trasladaban a la comisar a por horas, la interrogaban, laí  

golpeaban y la dejaban en libertad. Tambi n indica que en una oportunidad fueé  

detenida por agentes de la Central Nacional de Informaciones (CNI), quienes la 
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amenazaron y golpearon en la v a p blica. í ú

Asevera  que  todo  lo  anterior  la  motiv  a  dejar  el  pa s  con  destino  aó í  

Australia.

Sostiene que producto de las torturas f sicas y psicol gicas sufridas por suí ó  

representada,  junto  a  su  posterior  persecuci n  y  varias  detenciones  poró  

carabineros  y  agentes  de  la  CNI,  sta  debi  modificar  su  proyecto  de  vida,é ó  

y ndose a vivir a otro pa s, desarrollando un delirio de persecuci n, depresi n,é í ó ó  

trastornos del sue o y angustia permanente, lo que revela que padece un trastornoñ  

de  estr s  postraum tico  cr nico  hasta  la  fecha,  adem s  de  secuelas  f sicasé á ó á í  

derivadas de la tortura, especialmente la p rdida de su dentadura superior por losé  

golpes recibidos en la comisar a.í

Se ala  que  como  consecuencia  directa  de  las  torturas  sufridas  por  suñ  

representada se desprende, inequ vocamente, un perjuicio tanto ps quico, f sico yí í í  

moral inconmensurable provocado por el Estado de Chile durante el periodo del 

gobierno dictatorial. Adem s de un perjuicio material evidente, teniendo los da osá ñ  

f sicos y ps quicos car cter de permanentes, pues aunque hayan transcurrido m sí í á á  

de treinta y cinco a os de lo sucedido, su representada contin a con secuelasñ ú  

producto de la privaci n de libertad y las distintas torturas a las que fue sometida.ó

En  cuanto  al  derecho,  expresa  que  de  los  hechos  delictivos,  narrados 

precedentemente, es civilmente responsable el Estado de Chile, ya que quienes los 

perpetraron eran miembros de Carabineros de Chile y de la CNI, quienes se 

encontraban revestidos de autoridad p blica. El Estado de Chile ha reconocidoú  

expresamente su responsabilidad en la pr ctica de secuestro y tortura ocurridaá  

durante  la dictadura militar,  mediante distintos actos  e instrumentos  jur dicos,í  

entre ellos cabe destacar el Informe emitido por la Comisi n Nacional de Verdadó  

y Reconciliaci n y el Informe sobre Prisi n Pol tica y Tortura, conocido comoó ó í  

Informe Valech . En efecto, en el mencionado Informe Valech, su representada“ ”  

fue reconocida como v ctima de prisi n pol tica y tortura.í ó í

Se ala que la responsabilidad del Estado, por el da o moral ocasionado añ ñ  

su mandante, emana de la Constituci n Pol tica de la Rep blica, que obliga aó í ú  

responder al  Estado por los perjuicios  causados  por actos  u omisiones  de sus 

agentes, as  como del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, ya queí  

las torturas sufridas por su mandante constituyen graves violaciones a los derechos 

humanos y cr menes de lesa humanidad, por lo que se gener  responsabilidadí ó  

internacional  del  Estado de Chile,  de la que deriva la obligaci n de reparar.ó  

A ade que esta obligaci n encuentra su fuente en diversos tratados internacionalesñ ó  

firmados y ratificados por Chile, como la Convenci n Americana de Derechosó  
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Humanos y la Convenci n contra la Tortura.ó

Expone  antecedentes  hist ricos  y  doctrina  ius  publicista  sobre  laó  

responsabilidad  del  Estado,  se alando  que  en  la  actualidad  se  reconoce  lañ  

responsabilidad del Estado Administrador, exigiendo, en la mayor a de los casos,í  

un factor  de  imputaci n,  cual  es  la  falta  personal  del  agente.  Agrega  que seó  

establece una acci n de car cter constitucional, para reclamar ante los tribunalesó á  

de  justicia,  cualquier  lesi n  que  sufra  una  persona  en  sus  derechos  por  laó  

Administraci n del Estado, acci n establecida en t rminos amplios, porque bastaó ó é  

un perjuicio en los derechos, causado por el Estado o sus organismos, para que se 

pueda activar  la actividad jurisdiccional  y obtener la  reparaci n de los  da osó ñ  

causados.

Adem s, realiza una descripci n de la regulaci n de la responsabilidad delá ó ó  

Estado en el derecho constitucional  y administrativo,  citando jurisprudencia al 

efecto e indicando que en la normativa nacional se contempla un mecanismo de 

reparaci n de los da os producidos por la Administraci n a los particulares, queó ñ ó  

se caracteriza fundamentalmente por ser de car cter directo, es decir, la acci n deá ó  

reparaci n del particular afectado se hace efectiva en el patrimonio Fiscal cuandoó  

los organismos, como en el caso de autos, act an bajo la personalidad jur dica delú í  

Estado.

En materia de prescripci n expresa que la acci n de derecho p blico paraó ó ú  

exigir la responsabilidad del Estado por actos u omisiones por las cuales se ha 

producido  da o  a  las  personas,  seg n  la  doctrina  un nime  de  los  autoresñ ú á  

iuspublicistas, es imprescriptible. Agrega que la responsabilidad del Estado es un 

problema de derecho p blico y al cual cabe aplicar reglas de derecho p blico yú ú  

no las normas del T tulo XXXV del C digo Civil. As , estima que las normas ení ó í  

materia  de  prescripci n  que  contempla  el  C digo  Civil  para  los  delitos  yó ó  

cuasidelitos  no  resultan  aplicables  a  los  procesos  en  que  se  persiga  la 

responsabilidad  extracontractual  del  Estado,  ya  que  en  nuestro  caso  tambi né  

existen las normas de derecho p blico que rigen la responsabilidad del Estadoú  

como son los preceptos citados de la Constituci n de 1980 y la Ley 18.575, por loó  

que la acci n que se ejerce en estos autos es imprescriptible.  Cita doctrina yó  

jurisprudencia sobre el particular.

Por otro lado, realiza una exposici n sobre los fundamentos del derechoó  

internacional  que  obligan  al  Estado  a  indemnizar,  se alando  que  los  hechosñ  

descritos, torturas sufridas por mi mandante, generadores de la responsabilidad del 

Estado que se demanda, tienen adem s el car cter de violaciones a los derechosá á  

humanos y cr menes de lesa humanidad, por cuanto las torturas se cometieroní  
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dentro  de  un  contexto  de  masivas  y  sistem ticas  violaciones  a  los  derechosá  

humanos  cometidas  por  los  organismos  de  inteligencia  de  la  dictadura  c vicoí  

militar.  Por  lo  mismo,  entiende  que  la  responsabilidad  del  Estado  debe 

determinarse  de conformidad con los  convenios  o tratados  internacionales,  las 

reglas de derecho internacional que se consideran como normas de ius cogens y 

las normas generales del derecho internacional, las que cita y describe, indicando 

que toda v ctima de una violaci n a un derecho humano es titular del derecho aí ó  

la reparaci n integral. De acuerdo con este derecho, sostiene que la reparaci nó ó  

debe devolver a la v ctima a la situaci n inmediatamente anterior a la violaci ní ó ó  

de los derechos humanos que ha sufrido y en el evento de que no sea posible, se 

deber n reparar las consecuencias negativas ocasionadas por dicha violaci n.á ó

Concluye  que  la  responsabilidad  del  Estado  es  integral,  es  decir,  debe 

repararse y todo da o causado a un particular y, para una correcta interpretaci nñ ó  

de  estas  disposiciones  que  dejan  un  claro  vac o  las  normas  de  derechoí  

administrativo indicadas, es necesario acudir al derecho com n, por lo que as , laú í  

indemnizaci n comprende -seg n el art culo 2329 del C digo Civil- todo da o,ó ú í ó ñ  

entre el que se contempla el de tipo moral, seg n se reconoce en forma un nimeú á  

por la doctrina y jurisprudencia nacional.

En este sentido, afirma que en el caso ad litem se dan todos los requisitos 

que obligan al Estado a indemnizar los perjuicios causados, a saber:

 1. Existencia de da o moral producto de las torturas y prisi n pol ticañ ó í  

sufridas por mi mandante. 

2. La acci n u omisi n eman  de rganos del Estado, ya que agentesó ó ó ó  

del Estado torturaron a mi mandante. El hecho que caus  da o fue ejecutado poró ñ  

el Estado de Chile, puesto que fueron agentes de un rgano de su administraci nó ó  

los  que  actuaron  (miembros  de  Carabineros  de  Chile  y  de  la  CNI)  y  debe 

entenderse que ha actuado el Estado como tal. 

3.- Nexo  causal.  El  da o  a  la  v ctima  emana,  justamente,  de  lañ í  

perpetraci n del delito civil. ó

4. Por ltimo, no existen causales de justificaci n que eximan al Estadoú ó  

de su responsabilidad en este caso.

A folio 9 el demandado contest  la demandada solicitando sea rechazadaó  

en todas sus partes, con costas.

Opone  la  excepci n  de  reparaci n  integral,  la  que  funda  en  que  eló ó  

demandante ya ha sido suficientemente indemnizado con motivo de los hechos 

por  l  invocados,  mediante  transferencias  directas  de  dinero  (pensi n  anualé ó  
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establecida  por  la  Ley  19.992),  asignaciones  de  derechos  sobre  prestaciones 

estatales espec ficas (gratuidad en atenciones m dicas, beneficios educacionales yí é  

subsidios  de  vivienda)  y  otras  reparaciones  de  tipo simb lico  (construcci n  deó ó  

memoriales y del Museo de la Memoria, y establecimiento del D a Nacional delí  

Detenido Desaparecido y el Premio Nacional de los Derechos Humanos).  

En subsidio, opone la excepci n de prescripci n de 4 a os, conforme a loó ó ñ  

previsto en los art culos 2332 y 2497 del C digo Civil,  debiendo, a su juicio,í ó  

rechazarse la demanda en todas sus partes.

Indica que tomando en consideraci n la poca de los hechos descritos poró é  

el actor, y aun entendiendo suspendida la prescripci n durante todo el per odo deó í  

la dictadura militar, por la imposibilidad de las v ctimas de ejercer las accionesí  

legales correspondientes ante los tribunales de justicia, a la fecha de notificaci nó  

de la demanda de autos, el 12 de abril de 2021 habr a transcurrido en exceso elí  

plazo de prescripci n extintiva que establece el art culo 2332 del C digo Civil.ó í ó

En  subsidio,  opone  la  excepci n  de  prescripci n  extintiva  de  5  a osó ó ñ  

contemplada para las acciones y derechos en el art culo 2515, en relaci n con elí ó  

art culo 2514 del C digo Civil, ya que entre la fecha en que se habr a hechoí ó í  

exigible  el  derecho a indemnizaci n y la anotada fecha de notificaci n  de laó ó  

acci n civil que contesto, transcurri  con creces el plazo se alado.ó ó ñ

Arguye que la indemnizaci n de perjuicios, cualquiera que sea el origen oó  

naturaleza de los mismos, no tiene un car cter sancionatorio, de modo que jam sá á  

ha de cumplir  un rol  punitivo para el obligado al pago,  siendo su contenido 

netamente patrimonial, de lo cual derivar a que la acci n destinada a exigirla,í ó  

como toda acci n de esta ndole, est  expuesta a extinguirse por prescripci n, yaó í é ó  

que  a  su  respecto  se  aplican  las  normas  del  C digo  Civil,  lo  que  no  ser aó í  

contrario  a  la  naturaleza  especial  de  la  responsabilidad  que  se  persigue,  por 

pertenecer al mbito patrimonial.á

Alega que no existiendo norma expresa de Derecho Internacional de los 

Derechos  Humanos debidamente incorporada a nuestro ordenamiento jur dicoí  

interno que disponga la imprescriptibilidad de la obligaci n estatal de indemnizar,ó  

y no pudiendo tampoco aplicarse por analog a la imprescriptibilidad penal ení  

materia civil, ser a menester entonces aplicar las normas de los art culos 2332 yí í  

2497 del C digo Civil, los que establecen las reglas sobre la prescriptibilidad de laó  

responsabilidad patrimonial del Estado. 

Cita tambi n profusa jurisprudencia que har a suya las argumentacionesé í  

enunciadas a prop sito de la excepci n de prescripci n.  ó ó ó

En tercer lugar, y en subsidio de las defensas anteriores, manifiesta que la 
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indemnizaci n  del  da o  puramente  moral  no  se  determina  cuantificando,  enó ñ  

t rminos econ micos,  el  valor de la p rdida o lesi n experimentada, sino soloé ó é ó  

otorgando a la v ctima una satisfacci n, ayuda o auxilio que le permita atenuar elí ó  

da o, morigerarlo o hacerlo m s soportable mediante una cantidad de dinero uñ á  

otro medio, sin que esto devengue en una fuente de lucro o ganancia, estimando 

que la cifra pretendida por el actor es absolutamente excesiva, teniendo presente 

las acciones y medidas de reparaci n adoptadas por el Estado de Chile en estaó  

materia, y los montos promedios fijados por los Tribunales de Justicia. 

Adem s,  en subsidio,  sostiene que cualquier  indemnizaci n  que pudieraá ó  

concederse  en  virtud  de  la  sentencia  que  dirima  esta  controversia,  debiera 

considerar los montos ya recibidos por el actor por parte del Estado, pues, de lo 

contrario,  aquel recibir a un doble pago, ya que todos ellos tienen por objetoí  

reparar el da o moral.ñ

Por  ltimo,  asevera  que  los  reajustes  e  intereses  que  solicita  la  parteú  

demandante no proceden trat ndose de una obligaci n dineraria que solo podr aá ó í  

establecerse con motivo de la sentencia que resuelva la presente Litis, y adem s,á  

desde que dicha sentencia se encuentre firme o ejecutoriada.

A  folio  13 la demandante evacu  la r plicaó é  reiterando ntegramente laí  

demanda.

Respecto  de  la  excepci n  de  reparaci n  integral,  manifiesta  que  laó ó  

pretensi n de oponer excepci n de pago, resulta irreconciliable con la normativaó ó  

internacional ya se alada en la demanda, porque el derecho com n interno s loñ ú ó  

es aplicable cuando no contradice el derecho internacional, en materias de graves 

violaciones a los derechos humanos y de cr menes de lesa humanidad. As , laí í  

preceptiva invocada por el Fisco -que s lo consagra un r gimen de pensionesó é  

asistenciales- no es de ninguna manera incompatible con la indemnizaci n queó  

aqu  se persigue, ya que estas reparaciones no dan cabida para reparar todo elí  

da o que se les ha ocasionado a las v ctimas.ñ í

En cuanto a la excepci n de prescripci n, expone que la jurisprudencia deó ó  

la  Corte  Suprema  ha  sido  enf tica  en  se alar,  en  m ltiples  ocasiones  que,á ñ ú  

trat ndose de un delito de lesa  humanidad cuya acci n penal  persecutoria  esá ó  

imprescriptible, no resulta coherente entender que la acci n civil indemnizatoriaó  

est  sujeta a las normas sobre prescripci n contenidas en la ley civil interna, yaé ó  

que ello contrar a la voluntad expresa manifestada por la normativa internacionalí  

sobre Derechos Humanos, la que es integrante del ordenamiento jur dico nacionalí  

de acuerdo con el inciso segundo del art culo 5  de la Carta Fundamental, y queí °  
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consagra el derecho de las v ctimas y otros leg timos titulares a obtener la debidaí í  

reparaci n de todos los perjuicios sufridos a consecuencia del acto il cito e inclusoó í  

por el  propio derecho interno,  que en virtud de la  Ley 19.123 reconoci  deó  

manera expl cita la innegable existencia de los da os y concedi  tambi n a losí ñ ó é  

familiares de las v ctimas calificadas como detenidas desaparecidas y ejecutadasí  

pol ticas,  por  violaci n  a  los  derechos  humanos  en  el  periodo  1973-1990,í ó  

comprendidas  en  los  Informes  de  la  Comisi n  Nacional  de  Verdad  yó  

Reconciliaci n  y  la  Corporaci n  Nacional  de  Reparaci n  y  Reconciliaci n,ó ó ó ó  

beneficios de car cter econ mico o pecuniario.á ó

Por consiguiente,  cualquier pretendida diferenciaci n en orden a dividiró  

ambas acciones y otorgarles un tratamiento desigual resulta discriminatoria y no 

permite al ordenamiento jur dico guardar la coherencia y unidad que reclama,,í  

por  lo  que  pretender  aplicar  las  disposiciones  del  C digo  Civil  a  laó  

responsabilidad derivada de cr menes de lesa humanidad, posibles de cometer coní  

la  activa  colaboraci n  del  Estado,  como derecho  com n supletorio  a  todo eló ú  

ordenamiento jur dico, hoy resulta improcedente.í

En  lo  referido  al  monto  de  la  indemnizaci n,  se ala  que  el  montoó ñ  

demandado resulta  procedente,  ya  que  se  trata  del  da o moral  de  la  mayorñ  

entidad. Por lo dem s, ser  el tribunal quien determinar  soberanamente el montoá á á  

del da o moral y desde cuando se aplican los reajustes e intereses; por eso s loñ ó  

me limitar  a constatar un hecho.é

Finalmente, indica que los reajustes e intereses demandados est n conformeá  

a derecho, puesto que un tribunal fija los montos en un momento determinado, 

pensando  en  el  valor  adquisitivo  de  esa  fecha,  raz n  por  la  cual  tiene  queó  

considerar la desvalorizaci n.ó

A  folio 15  el  demandado  evacu  la  d plica,  reiterando  lasó ú  

argumentaciones ya vertidas en su contestaci n.ó

A folio 16 se recibi  la causa a prueba, fij ndose los hechos sustanciales,ó á  

pertinentes y controvertidos, sobre los cuales deb a recaer.í

A folio 30 se cit  a las partes para o r sentencia.ó í

CONSIDERANDO:

PRIMERO: Que Bernarda De La Cruz G mez Rojas interpone demandaó  

en juicio ordinario de indemnizaci n de perjuicios en contra del Fisco de Chile,ó  

por los fundamentos de hecho y de derecho se alados en lo expositivo.ñ

SEGUNDO: Que el demandado solicit  ó el rechazo de la demanda en 
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virtud de las defensas y excepciones referidas en la parte expositiva de la presente 

sentencia.

TERCERO: Que el  demandante evacu  la r plica y el demandado laó é  

d plica en los t rminos indicados en lo expositivo de este fallo.ú é

CUARTO:  Que,  con  el  objeto  de  fundamentar  sus  pretensiones,  el 

demandante acompa  la siguiente prueba documental:ñó

A folio 19

1) Art culo  titulado  Algunos  Factores  de  Da o a  la  Salud  Mental,í “ ñ  

elaborado por el Programa de Salud Mental de la Vicar a de la Solidaridad.í

2) Art culo titulado Algunos problemas de salud mental detectados porí “  

equipo psicol gico  psiqui trico  del mes de julio del a o 1978, elaborado por eló – á ” ñ  

programa de salud mental de la Vicar a de la Solidaridad. í

3) Art culo titulado Tortura, tratos crueles e inhumanos en 1980. Suí “  

impacto psicol gico  del mes de julio del a o 1980, elaborado por el programa deó ” ñ  

salud mental de la Vicar a de la Solidaridad. í

4) Art culo  titulado Trabajo Social,  una experiencia  solidaria  en laí “  

promoci n y defensa de los Derechos Humanos  del mes de Abril del a o 1987,ó ” ñ  

suscrito por las trabajadoras sociales Victoria Baeza Fern ndez, Norma Mu ozá ñ  

Pe ailillo,  Mar a  Luisa  Sep lveda  Edwards  y  Ximena  Taibo  Grossi,  delñ í ú  

departamento jur dico de la Vicar a de la Solidaridad. í í

5) Art culo  titulado  Salud  Mental  y  violaciones  a  los  Derechosí “  

Humanos  del mes de junio del a o 1989, suscrito por el Dr. Andr s Donoso, Dr.” ñ é  

Guillermo Hern ndez, Ps. Sergio Lucero, Dr. Ramiro Olivares y Aux. Enf. Janetá  

Ulloa, del equipo de salud de la Vicar a de la Solidaridad.í

A folio 20

6) Informe de la Comisi n Nacional sobre Prisi n Pol tica y Tortura,ó ó í  

Valech 1 

7) N mina de presos pol ticos y torturados Comisi n Valech 1 en laó í ó  

que figura Bernarda de la Cruz G mez Rojas con el n mero 10.023. ó ú

8) Copia de antecedentes de carpeta de Bernarda de la Cruz G mezó  

Rojas del Instituto Nacional de Derechos Humanos presentados ante la Comisi nó  

Nacional sobre Prisi n Pol tica y Tortura.ó í

A folio 21

9) Informe  psicol gico  de  da o  elaborado  por  Programa  Prais,  aó ñ  

nombre de Bernarda de la Cruz G mez Rojas, de fecha 5 de mayo de 2023.ó

QUINTO: Que, a folios 25 el demandado acompa  ORD. DSGT Nñó ° 
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4792-13234, de fecha 27 de abril de 2023, emitido por Jefe Depto. Secretar aí  

General y Transparencia del Instituto de Previsi n Social,  mediante el cual seó  

informa sobre los beneficios de reparaci n ó Leyes n meros 19.234, 19.992, 20.134ú  

y 20.874 recibidos, entre otros, por Bernarda G mez Rojas.ó

SEXTO: Que, a folio 27 se agreg  a los autos ORD. DSGT N  4792-ó °

13283,  de  fecha  2  de  mayo  de  2023,  emitido  por  Jefe  del  Departamento 

Secretar a General y Transparencia del Instituto de Previsi n Social, mediante elí ó  

cual  se  informa  sobre  los  beneficios  de  reparaci n  ó Leyes  n meros  19.992  yú  

20.874, recibidos por Bernarda de la Cruz G mez Rojas, en su calidad de v ctimaó í  

de Prisi n Pol tica y Tortura (Ley Valech).ó í

S PTIMOÉ : Que, sin perjuicio de no haber sido controvertido, del m ritoé  

de  las  probanzas  descritas,  resulta  plenamente  acreditada  la  circunstancia  de 

haber sido la demandante v ctima de privaci n de libertad y torturas a manos deí ó  

agentes  del  Estado,  luego  del  quiebre  institucional  acaecido  en  Chile  en 

septiembre de 1973.

OCTAVO: Que, conforme a lo establecido precedentemente, resulta clara 

la  responsabilidad  civil  del  Estado  emanada  de  los  hechos  descritos  y  de  la 

intervenci n de sus agentes, considerando en particular lo dispuesto en el incisoó  

primero del art culo 6 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica, en cuanto losí ó í ú  

rganos del Estado deben someter su acci n a la Constituci n y a las normasó ó ó  

dictadas  conforme  a ella,  y  garantizar  el  orden institucional  de  la  Rep blica,ú  

disponiendo el inciso final  de la norma citada que la infracci n  de la mismaó  

generar  las responsabilidades y sanciones que determine la ley; y, adem s, loá á  

dispuesto en el art culo 4 de la Ley 18.575 Org nica Constitucional de Basesí á  

Generales  de  la  Administraci n  del  Estado,  que  se ala  que  El  Estado  seró ñ “ á 

responsable  por los  da os  que causen los  rganos  de la  administraci n  en elñ ó ó  

ejercicio  de sus  funciones,  sin  perjuicio  de las  responsabilidades  que pudieren 

afectar al funcionario que los hubiere ocasionado , responsabilidad que, en todo”  

caso, no ha sido impugnada por el demandado, y que se refleja, adem s, en losá  

beneficios otorgados por la Ley 20.874 a las v ctimas de prisi n pol tica y tortura,í ó í  

reconocidas por el Estado de Chile.

NOVENO: Que los vej menes de que fue v ctima la demandante de autosá í  

han sido calificados como delitos de lesa humanidad, siendo, a su vez, expresas 

violaciones  a  los  derechos  humanos,  seg n  lo  prevenido  en  la  Convenci nú ó  

Americana sobre Derechos Humanos, denominada Pacto de San Jos  de Costaé  

Rica,  suscrita  por  Chile  en  el  a o  1990,  en  virtud  de  la  cual  los  Estadosñ  
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Americanos signatarios reconocen, entre otras garant as fundamentales, que todaí  

persona tiene derecho a que se respete su vida, sin que nadie pueda ser privado 

de ella  arbitrariamente  (art culo  4);  que toda persona  tiene derecho a que seí  

respete su integridad f sica, ps quica y moral, sin que nadie deba ser sometido aí í  

torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes (art culo 5); queí  

toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales, sin poder ser 

privado de aquella, salvo por las causas y en las condiciones fijadas de antemano 

por  las  constituciones  pol ticas  de  los  estados  parte  o  por  las  leyes  dictadasí  

conforme  a  ellas,  ni  tampoco  ser  objeto  de  detenci n  o  encarcelamientoó  

arbitrarios (art culo 7); que la familia es el elemento natural y fundamental de laí  

sociedad y debe ser protegida por la sociedad y el Estado (art culo 17); que existeí  

una correlaci n entre deberes y derechos, por lo que toda persona tiene deberesó  

para con la familia, la comunidad y la humanidad, estando limitados los derechos 

de cada persona por los derechos de los dem s, por la seguridad de todos y porá  

las justas exigencias del bien com n, en una sociedad democr tica (art culo 32);ú á í  

que se le reconoce competencia a la Corte Interamericana de Derechos Humanos 

para que cuando decida que hubo violaci n de un derecho o libertad protegidosó  

por  la  Convenci n,  disponga,  si  ello  fuere  procedente,  que  se  reparen  lasó  

consecuencias de la medida o situaci n que ha configurado la vulneraci n de esosó ó  

derechos y el pago de una justa indemnizaci n a la parte lesionada (art culo 63);ó í  

que la parte del fallo que disponga una indemnizaci n compensatoria se podró á 

ejecutar  en  el  respectivo  pa s  por  el  procedimiento  interno  vigente  para  laí  

ejecuci n de sentencias contra el Estado (art culo 68 N  2).ó í °

D CIMOÉ : Que, asimismo, conviene consignar que de acuerdo al Pacto 

Internacional  de Derechos  Civiles  y Pol ticos  de la Organizaci n de Nacionesí ó  

Unidas, vigente en Chile desde el a o 1989, los Estados acuerdan que no podrñ á 

admitirse  restricci n  o  menoscabo  de  ninguno  de  los  derechos  humanosó  

fundamentales  reconocidos  o  vigentes  en  virtud  de  leyes,  convenciones, 

reglamentos o costumbres, so pretexto que el Pacto no les reconoce o los reconoce 

en  menor  grado  (art culo  5  N  2);  teniendo  toda  persona  que  haya  sidoí °  

ilegalmente detenida o presa, el derecho efectivo a obtener reparaci n (art culo 9ó í  

N  5).°

UND CIMOÉ : Que, en el marco del reconocimiento de la violaci n deó  

derechos humanos en nuestro pa s por parte de agentes del Estado durante laí  

dictadura militar, se dict  en el a o 1992 la Ley 19.123, mediante la cual se creó ñ ó 

la Corporaci n Nacional de Reparaci n y Reconciliaci n, a la cual,  entre susó ó ó  
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diversos  objetivos,  se  le  encomend  especialmente promover la  reparaci n deló ó  

da o moral de las v ctimas de violaciones a los derechos humanos o de violenciañ í  

pol tica.í

A su vez, la Ley 19.992 estableci  una pensi n anual de reparaci n enó ó ó  

beneficio de las v ctimas directamente afectadas por violaciones a los derechosí  

humanos  individualizadas  en  el  anexo  "Listado  de  prisioneros  pol ticos  yí  

torturados", de la N mina de Personas Reconocidas como V ctimas, que formaó í  

parte  del  Informe de la  Comisi n  Nacional  sobre  Prisi n  Pol tica  y  Tortura.ó ó í  

Dicha pensi n asciende a una suma que alcanza entre $ 1.353.798 y $ 1.549.422,ó  

seg n la edad del beneficiario, y se reajusta conforme a lo dispuesto en el art culoú í  

14 del Decreto Ley N  2.448, de 1979 o en las normas legales que reemplacen la°  

referida disposici n. Junto a la asignaci n aludida, la ley que se viene rese andoó ó ñ  

tambi n  otorga  a  sus  beneficiarios,  en  car cter  de  gratuitas,  las  prestacionesé á  

m dicas y educacionales que detalla. é

De igual manera, la Ley 20.874 concedi  un aporte nico, en car cter deó ú á  

reparaci n parcial, de 1.000.000, a los titulares individualizados en la N mina deó ó  

Personas Reconocidas como V ctimas del Informe de la Comisi n Nacional sobreí ó  

Prisi n Pol tica y Tortura, bajo las condiciones que se ala, y que ser  imputableó í ñ á  

al monto que, en su caso, se otorgue por concepto de reparaci n pecuniaria aó  

cada v ctima de prisi n pol tica y tortura.í ó í

DUOD CIMOÉ : Que las leyes precedentemente se aladas, denominadasñ  

“leyes de reparaci n ,ó ”  si bien son un reconocimiento del Estado de Chile de su 

deber  de  reparar  el  da o  causado  a  v ctimas  de  violaciones  a  los  derechosñ í  

humanos o a sus familiares directos, en modo alguno obstan el leg timo derechoí  

de  todo  ciudadano  afectado  por  el  actuar  doloso  de  agentes  del  Estado 

involucrados en una pol tica civil de terror, cual es lo acontecido en la especie, deí  

obtener una indemnizaci n distinta de una reparaci n meramente de car cteró ó á  

asistencial, que es lo que establecen las leyes referidas, conforme al an lisis de susá  

supuestos, renuncias permitidas y equiparidad de beneficios que involucran; sin 

desconocer que tales beneficios constituyen un esfuerzo del Estado por reparar el 

da o moral experimentado, objetivo resarcitorio coincidente con la presente v añ í  

jurisdiccional, pero no incompatible, como se dijo, con la misma.

A mayor abundamiento, los medios voluntarios asumidos por el Estado y 

fijados en las leyes citadas, en modo alguno importan una renuncia o prohibici nó  

para que las v ctimas acudan a la sede jurisdiccional a fin de que sta, por losí é  

medios que autoriza la ley, declare la procedencia de una reparaci n por da oó ñ  
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moral.

De acuerdo con lo  razonado,  proceder  el  rechazo de la excepci n deá ó  

reparaci n integral opuesta por el demandado.ó

D CIMO TERCEROÉ : Que, en segundo lugar, el demandado opuso la 

excepci n  de  prescripci n  extintiva,  fundada en  que  la  acci n  indemnizatoriaó ó ó  

incoada  en  autos  no  fue  interpuesta  y  notificada,  una  vez  recuperada  la 

democracia, en el plazo de cuatro o cinco a os que disponen, respectivamente, losñ  

art culos 2332 y 2497 del C digo Civil.í ó

Sobre lo anterior cabe tener presente lo dispuesto en el art culo 5 de laí  

Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica,  que  prescribe  que  el  ejercicio  de  laó í ú  

soberan a  reconoce  como  limitaci n  el  respeto  a  los  derechos  esenciales  queí ó  

emanan de la naturaleza humana, siendo deber de los rganos del Estado respetaró  

y promover tales derechos, garantizados por esta Constituci n, as  como por losó í  

tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.

D CIMO  CUARTOÉ :  Que  la  disposici n  constitucional  citadaó  

precedentemente permite la incorporaci n al derecho nacional de las obligacionesó  

contempladas en los instrumentos internacionales que recogen principios generales 

del derecho humanitario, entre las cuales se cuenta la obligaci n de indemnizaró  

ntegramente los da os cometidos por violaciones de los derechos humanos, la queí ñ  

adquiere rango constitucional.

D CIMO QUINTOÉ : Que la prescripci n extintiva de la acci n deducidaó ó  

no puede por tanto decidirse sobre la base de las disposiciones del C digo Civil,ó  

las que son aplicables a delitos civiles comunes, representando un estatuto jur dicoí  

insuficiente para la entidad del hecho il cito en cuesti n, cual es la comisi n deí ó ó  

cr menes de lesa humanidad y la consecuente necesidad de reparaci n, quedandoí ó  

la acci n indemnizatoria en tal caso bajo las normas que emanan del Derechoó  

Internacional de los Derechos Humanos y del ius cogens o reglas imperativas de 

derecho internacional.

D CIMO SEXTOÉ : Que, en consecuencia, no existe norma internacional, 

como  tal,  incorporada  a  nuestro  ordenamiento  jur dico  que  establezca  laí  

imprescriptibilidad gen rica de acciones orientadas a obtener el reconocimiento deé  

la responsabilidad del Estado por delitos de lesa humanidad. Sin perjuicio de ello, 

de los variados tratados internacionales suscritos por Chile, es posible concluir que 

cuando  se  trata  de  la  vulneraci n  por  motivos  pol ticos  de  los  derechosó í  

fundamentales, anteriores y superiores stos al Estado mismo y a la Constituci n,é ó  

nuestro derecho interno, a la luz de los tratados internacionales en esta materia, 
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debe  darles  seguridad  y  eficaz  protecci n,  reconociendo,  declarando  yó  

potenciando el ejercicio de los derechos, debiendo el Estado cumplir no s lo conó  

su obligaci n de investigar y sancionar los delitos contra los derechos humanos,ó  

sino que tambi n repararlos en su integridad.é

D CIMO S PTIMOÉ É : Que, de esta manera, la acci n resarcitoria de losó  

delitos de lesa humanidad es tan imprescriptible como lo es la investigaci n yó  

sanci n  de  los  mismos,  de  modo  que  siendo  uno  de  estos  il citos  el  hechoó í  

generador del da o que se invoca, no resultan atingentes las normas del derechoñ  

interno  previstas  en el  C digo Civil  sobre  prescripci n  de las  acciones  civilesó ó  

resarcitorias comunes, ya que existe un estatuto normativo internacional que ha 

sido  reconocido  por  nuestro  pa s  al  efecto.  As  las  cosas,  la  excepci n  deí í ó  

prescripci n  extintiva  opuesta  por  el  demandado  tambi n  habr  de  seró é á  

desestimada.

D CIMO  OCTAVOÉ :  Que  en  cuanto  a  la  procedencia  de  la 

indemnizaci n de perjuicios por da o moral, entendido este como un detrimentoó ñ  

que se causa por la vulneraci n a los sentimientos ntimos de una persona, comoó í  

tambi n  el  que  surge  producto  del  dolor  f sico  o  ps quico  infligidoé í í  

antijur dicamente a un individuo, habr  de decirse que, en la especie y como yaí á  

se ha dicho, se ha acreditado suficientemente que la demandante fue v ctima deí  

privaci n de libertad y torturas a manos de agentes del Estado, luego del quiebreó  

institucional acaecido en Chile en septiembre de 1973, lo que es bastante para 

haber generado en aqu l secuelas como las descritas en el libelo, y tambi n por elé é  

informe acompa ado, suponiendo todo esto una inconmensurable aflicci n tantoñ ó  

espiritual como f sica experimentada por el actor, dif cilmente superable por elí í  

mero  transcurso  del  tiempo,  y  que  es  consecuencial  a  un  sistem tico  actuará  

despiadado llevado a cabo por agentes del Estado.

D CIMO  NOVENOÉ :  Que  el  hito  generador  de  los  perjuicios  cuya 

indemnizaci n se persigue es inherente a todo cuanto fluye de los hechos dadosó  

por  acreditados  y  no  discutidos  por  el  demandando,  siendo  el  da o  alegadoñ  

igualmente inseparable de la naturaleza de los hechos, en cuanto resulta evidente 

que  ste  se  produjo  al  verse  el  actor  privado  arbitrariamente  de  su  libertadé  

personal y luego sometido a diversas modalidades de tortura. De esta manera, las 

conductas materializadas por agentes del Estado de Chile produjeron el evidente 

da o moral padecido por la demandante, encontr ndose el primero en definitiva,ñ á  

obligado a indemnizar al segundo.

VIG SIMOÉ : Que, en relaci n con el quantum indemnizatorio, cabe teneró  
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presente que, mediante oficio remitido a este tribunal por el Instituto de Previsi nó  

Social, se acredit  que el actor ha sido beneficiario de pensiones pecuniarias poró  

parte del Estado, en virtud de las denominadas “leyes de reparaci nó .”

Debido a ello,  y teniendo presente  lo ya consignado,  la  suma que con 

motivo de esta sentencia se conceder  al demandante a t tulo de da o moral, seá í ñ  

fijar  en la suma de $ 30.000.000.á

VIGESIMO PRIMERO: Que, en materia de reajustes, como no habrá 

de  concederse  una  indemnizaci n  por  da o  emergente  o  lucro  cesante,  nió ñ  

tampoco por el  total  de lo pretendido a t tulo de reparaci n de da o moral,í ó ñ  

ninguna importancia o utilidad revisten estos accesorios para la actualizaci n deló  

valor adquisitivo de la moneda, toda vez que ste va considerado en el monto queé  

es  actualmente  fijado  para  avaluar  la  indemnizaci n  prudencialmenteó  

determinada.

VIG SIMO  SEGUNDOÉ :  Que,  en  lo  que  concierne  a  los  intereses 

reclamados,  es  preciso  se alar  que  si  bien  es  efectivo  que  la  cuant a  de  lañ í  

obligaci n  indemnizatoria  se  fija  prudencialmente  en  la  sentencia  definitivaó  

cuando su objeto es resarcir el da o extrapatrimonial, es cierto tambi n que lañ é  

decisi n contenida en la misma sentencia se propone dirimir el conflicto en formaó  

definitiva e impone una condena pura y simple a pagar esta suma de dinero con 

fines reparatorios, sin perjuicio de que existan recursos posibles en su contra. As ,í  

entonces, la obligaci n adquiere un objeto determinado por el fallo de la instanciaó  

y, por tanto, se hace susceptible de un cumplimiento espont neo por el deudor aá  

contar  del  instante  en  que  la  sentencia  surte  sus  efectos,  es  decir,  desde  su 

notificaci n legal. En este sentido, la meramente hipot tica disconformidad de laó é  

parte  vencida con el  fallo  y  el  ejercicio  eventual  de  medios  recursivos  en su 

contra, no enerva la aptitud del fallo para disponer actualmente la condena del 

deudor, fijando con certeza inmediata el monto de la indemnizaci n (aunque, enó  

su caso, supeditado a la confirmaci n  del tribunal superior) y, por tanto, es, a“ ó ”  

contar  de  ese  momento,  que  debe  considerarse  la  mora  del  deudor  para  los 

efectos de devengar el capital adeudado los intereses legales. 

Por lo dem s, una interpretaci n en contrario conduce a que en el tiempoá ó  

intermedio entre la notificaci n de la sentencia definitiva y su adquisici n de unó ó  

car cter firme, el capital asentado en el fallo permanecer  invariable, sin reajustesá á  

ni intereses, vulner ndose el indiscutido principio del valorismo en las obligacionesá  

dinerarias, y el de la reparaci n integral del da o, toda vez que los perjuiciosó ñ  

ocasionados, adem s, con el retardo en el pago de una suma de dinero (que es loá  
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que previene el art culo 1559 del C digo Civil) quedar n sin resarcir. í ó á

Por consiguiente, se acceder  a la condena al pago de intereses corrientesá  

para operaciones en moneda nacional no reajustables a contar de la poca de laé  

notificaci n de esta sentencia y hasta su pago efectivo o soluci n.     ó ó

VIG SIMO  TERCEROÉ :  Que  no  siendo  completamente  vencido  el 

demandado, no se acceder  a la condena en costas de este.á

POR ESTAS CONSIDERACIONES, y visto adem s lo dispuesto en losá  

art culos 5, 6, 7 y 38 inciso segundo de la Constituci n Pol tica de la Rep blica;í ó í ú  

4,  5,  7,  17,  32, 63 y 68 N  2 de la Convenci n Americana sobre Derechos° ó  

Humanos;  5  N  2  y  9  N  5  del  Pacto  Internacional  de  Derechos  Civiles  y° °  

Pol ticos de las Naciones Unidas; 4 de la Ley Org nica Constitucional N  18.575;í á °  

1 y 2 de la Ley N  19.123; 1 y 2 de la Ley N  19.992; 1 de la Ley N  20.874;° ° °  

1437, 1698 y siguientes, 2284, 2314, 2332, 2514 y 2515 del C digo Civil; y 144,ó  

160, 170, 254, 341, 342 N  3, 346 N  1, 356, 384 N  2, 399, 402, 426, 748 y 751° ° °  

del C digo de Procedimiento Civil; ó SE DECLARA:

I.- Que  se  rechazan  las  excepciones  de  reparaci n  integral  yó  

prescripci n extintiva opuestas por el demandado en su escrito de contestaci n.ó ó

II.- Que  se  acoge,  parcialmente,  la  demanda  de  indemnizaci n  deó  

perjuicios deducida en autos, a folio 1, s lo en cuanto se condena al demandadoó  

Fisco de Chile, al pago de $30.000.000 (treinta millones de pesos), por concepto 

de da o moral, en favor de la demandante ñ Bernarda De La Cruz G mez Rojas.ó

III.- Que  la  suma  decretada  precedentemente  deber  ser  pagada  coná  

intereses  corrientes  para  operaciones  no  reajustables  en  moneda  nacional 

calculados a contar de la poca de notificaci n de la presente sentencia a la parteé ó  

demandada y hasta la poca de pago efectivo.é

IV.- Que cada parte asumir  sus costas.á

REG STRESE,  NOTIF QUESE  Y  CONS LTESE  SI  NO  SEÍ Í Ú  

APELARE

PRONUNCIADA  POR  GUSTAVO  CER N  SEGUEL,  JUEZÓ  

SUBROGANTE

En Santiago,  a veintitr s de octubre de dos mil veintitr sé é ,  se notific  por eló  

estado diario, la resoluci n precedente.ó
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